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AMPARO eN REVISIÓN 907/2016

QUEJOSO: **********
PONENTE: MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSío DÍAZ

SECRETARIOS: HORACIO VITE TORRES, ROSALBA Rodríguez Mireles, Rogelio Arturo BÁRCENA Zubieta, JORGE VÁZQUEZ Aguilera, ALEJANDRO Alberto Díaz Cruz, SULEIMAN Meraz Ortiz y ALEJANDRO GONZÁLEZ Piña
S U M A R I O

**********, a través de su defensor promovió juicio de amparo indirecto contra el acto que hizo consistir en la determinación de admitir pruebas ilícitas e impertinentes, así como el auto de apertura a juicio, actuaciones derivadas de la audiencia intermedia celebrada ante el Juez de Control del Distrito Judicial del Tlalnepantla, Estado de México, correspondió su conocimiento al Juez Segundo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, quien por sentencia firmada el dieciocho de mayo de dos mil quince, determinó sobreseer en el juicio de amparo; inconforme con esa determinación, la parte quejosa interpuso recurso de revisión, del que correspondió conocer al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. El amparista solicitó a esta Suprema Corte que ejerciera su facultad de atracción para conocer del medio de impugnación, solicitud que hizo suya el Ministro José Ramón Cossío Díaz y por fallo correspondiente a la sesión de quince de junio de dos mil dieciséis, se determinó atraer el asunto que ahora se resuelve.

C U E S T I O N A R I O

¿La determinación de admitir pruebas en la audiencia intermedia dentro del procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral y el auto de apertura a juicio oral con que concluye dicha audiencia, constituyen actos autónomos?
¿Procede el juicio de amparo indirecto contra la determinación dictada dentro de la audiencia intermedia de un procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral que admite medios de prueba?

Ciudad de México. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al veintitrés de agosto de dos mil diecisiete, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

La que resuelve los autos relativos al amparo en revisión 907/2016, interpuesto por el defensor particular de **********, contra la sentencia dictada por el Juez Segundo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, firmada el dieciocho de mayo de dos mil quince, en el juicio de amparo indirecto **********.

I. ANTECEDENTES.

1. Ejercicio de la acción penal
. De acuerdo con las constancias, el hecho delictuoso imputado al directo quejoso, consiste en que el trece de febrero de dos mil catorce, **********, se encontraba en el interior de un inmueble en Tlalnepantla de Baz, Estado de México, cuando ********** la hirió cuatro veces con un cuchillo en el tórax y abdomen, ocasionándole lesiones que le causaron la muerte. Posteriormente, el señor ********** trasladó el cadáver, con ayuda de otra persona, hasta la avenida Río Tlalnepantla, en la Delegación Gustavo A. Madero, de la Cuidad de México, en donde lo abandonó.
2. Con motivo de los hechos narrados, la Fiscalía Desconcentrada en Gustavo A. Madero de la Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México, integró la averiguación previa **********. ********** fue puesto a disposición del ministerio público el diecisiete de febrero de dos mil catorce
. Posteriormente, el agente del ministerio público encargado de investigar el caso, resolvió ejercer la acción penal en su contra el día diecinueve siguiente, por considerarlo probable responsable de la comisión del delito de feminicidio, en agravio de **********, conducta prevista y sancionada en el artículo 148 Bis, fracciones III y IV, y párrafo último, en relación con los diversos numerales 15, 17, fracción I; 18, párrafos primero y segundo y 22, fracción I, todos del Código Penal para la ciudad capital
.

3. Por razón de turno, conoció de la consignación la Juez Quinto Penal en el Distrito Federal, hoy Ciudad de México, quien el veintiuno de febrero de dos mil catorce, dictó auto de formal prisión contra **********. En el mismo acto declaró la apertura del proceso ordinario y declinó competencia a favor del juzgado de primera instancia en materia penal con jurisdicción en el Estado de México, en turno, debido a que el delito tuvo verificativo en dicha entidad
.

4. El tres de marzo de dos mil catorce, el Juez de Control de Tlalnepantla Estado de México, recibió los autos y los registró con el número de carpeta administrativa **********. Adicionalmente, aceptó la competencia en razón de territorio planteada por la Juez Quinto Penal de esta ciudad capital, en razón de que los hechos a los que se refiere la causa penal sucedieron en el Municipio de Tlalnepantla, Estado de México, cuando ya se encontraba vigente el nuevo sistema de justicia penal de corte acusatorio, adversarial y oral en el Estado de México.
5. Asimismo, el juez de control advirtió la incompatibilidad de los sistemas procesales establecidos en la legislación adjetiva del otrora Distrito Federal y el Estado de México, por lo que dispuso que no retomaría el procedimiento penal iniciado ya que resultaría violatorio del sistema acusatorio y de las formalidades esenciales del procedimiento que rige en el Estado de México
.
6. En consecuencia, la juzgadora ordenó lo siguiente: girar oficio al Fiscal Regional de Tlalnepantla de la Procuraduría General del Estado de México, a efecto de que trasladara al imputado al Centro Preventivo y de Readaptación Social en Tlalnepantla de Baz; el nombramiento de un defensor de oficio para el imputado a partir del momento en que quedara a su disposición, y solicitar al Procurador General de Justicia del Estado de México, la designación de un agente del ministerio público para intervenir en el caso y procediera a la integración de la carpeta de investigación.

7. Por acuerdo de siete de marzo de dos mil catorce, el agente del ministerio público adscrito a la Fiscalía de Feminicidios en Tlalnepantla de Baz, Estado de México, designado para investigar el asunto, tuvo por recibidas las constancias, declaró la homologación de las diligencias realizadas en la averiguación previa ********** integrada conforme al Código de Procedimientos Penales para la Ciudad de México. Dichas diligencias se tuvieron como datos de prueba debido a que fueron recabadas por un agente del ministerio público, autoridad competente para llevar a cabo la investigación de un hecho delictuoso de acuerdo con el artículo 21 constitucional. La determinación anterior, se realizó con base en el artículo 185, tercer párrafo, del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México
.

8. En el mismo acuerdo se solicitó la colaboración de diversas autoridades administrativas a efecto de que se realizara el traslado del imputado del Reclusorio Preventivo Varonil Norte, en la delegación Gustavo A. Madero, al Centro Preventivo y de Readaptación Social Luis Fernández Albarrán, en Tlalnepantla de Baz, Estado de México.

9. El once de marzo de dos mil catorce, se celebró la audiencia inicial donde se le comunicó que existía una investigación en su contra y se formuló imputación a **********; quien declaró comprenderla y manifestó que no era su deseo declarar. Al respecto, el juez de control tuvo por hechas las manifestaciones del indiciado y decretó su detención material. En la misma audiencia, el agente del ministerio público solicitó la vinculación a proceso y el juez de control impuso la prisión preventiva oficiosa como medida cautelar.

10. Posteriormente, el quince de marzo de dos mil catorce, el juez de control determinó –con base en los datos de prueba que el ministerio público refirió se encontraban en la carpeta de investigación **********– la vinculación a proceso de **********, por su probable intervención en el hecho delictuoso de feminicidio, cometido en agravio de **********, ilícito previsto y sancionado en los artículos 241, párrafo primero, 242 bis, fracciones IV y VII, el segundo párrafo del artículo 242 bis, en relación con los artículos 6, 7, y 8 fracciones I y III, y 11, fracción I, inciso c), todos del Código Penal para el Estado de México
.
11. En la misma audiencia, tomando en cuenta las solicitudes realizadas por las partes, el juez de control, autorizó un plazo de cuatro meses para el cierre de la investigación, dada la complejidad del asunto
. Así, el once de agosto de dos mil catorce, decretó el cierre de la investigación y estableció que el término para formular acusación fenecería el día veinticinco siguiente
.

12. En cumplimiento a la determinación anterior, el agente del ministerio público encargado de la investigación del caso, formuló la acusación correspondiente el veinticinco de agosto de dos mil catorce
, por el hecho delictuoso de feminicidio contra **********, solicitó la pena máxima establecida en el artículo 242 Bis y señaló los montos que –estimó– debían cubrirse en concepto de reparación del daño a las víctimas.

13. En consecuencia, el veintiséis de agosto de dos mil catorce, el juez de control en funciones de despacho dictó un acuerdo mediante el cual tuvo por recibido el escrito de acusación con el que ordenó correr traslado a las partes. Asimismo, señaló que la admisión de dicho documento y la depuración probatoria tendrían lugar en la audiencia intermedia
.

14. Por otra parte, tomando en cuenta que el imputado había promovido juicio de amparo indirecto contra el auto de vinculación a proceso y la medida cautelar de prisión preventiva que se le impuso, el juzgador en funciones se reservó el proveer respecto de la fecha en que se celebraría la audiencia intermedia, hasta en tanto se resolviera sobre la protección constitucional.
15. Inconforme con la determinación anterior, el imputado –por conducto de su defensor– interpuso recurso de revocación. Éste fue resuelto en audiencia de once de septiembre de dos mil catorce, en el sentido de revocar el acuerdo impugnado. En consecuencia, se decretó que la audiencia intermedia tendría lugar el catorce de octubre de dos mil catorce
.

16. La audiencia intermedia dio inicio en la fecha fijada. En el transcurso de dicho acto, las partes solicitaron su suspensión a fin de arribar a acuerdos probatorios. Entonces, el juez de control estableció que la continuación de la audiencia intermedia tendría lugar el veintiocho siguiente
.

17. Llegada esa fecha, el agente del ministerio público solicitó su aplazamiento una vez más, con el fin de establecer junto con la defensa, los acuerdos probatorios que quedarían plasmados en el auto de apertura a juicio oral. La continuación de la audiencia intermedia se aplazó para el once de noviembre de dos mil catorce
.

18. Finalmente, se dio continuación a la audiencia intermedia en la fecha establecida y, en tal acto, se dictó el auto de apertura a juicio oral y se puso al inculpado a disposición del órgano jurisdiccional correspondiente
.

19. Cabe destacar que respecto del amparo indirecto contra el auto de vinculación a proceso, correspondió conocer al Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, quien lo radicó con el expediente **********; asimismo, desechó la demanda de amparo por lo que hace al acto consistente en la determinación mediante la cual se impuso la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa, pues la presentación de la demanda fue extemporánea –sin embargo, esa parte del acuerdo en comento fue recurrida mediante el recurso de queja, el cual se declaró fundado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito–. Por otra parte, admitió por lo que hace al auto de vinculación a proceso dictado el quince de marzo de dos mil catorce
. El diecinueve de septiembre de esa anualidad, ante el desistimiento de la parte quejosa, el aludido juicio fue sobreseído; resolución que causó ejecutoria el doce de noviembre siguiente
.
20. Juicio de amparo. Inconforme con lo resuelto en audiencia intermedia y lo establecido en el auto de apertura a juicio oral, **********, a través de su defensor, mediante escrito presentado el dos de diciembre de dos mil catorce en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México con residencia en Naucalpan de Juárez
, promovió juicio de amparo indirecto, en el que señaló como actos reclamados la admisión de pruebas ilícitas e impertinentes en la audiencia intermedia y la resolución de apertura a juicio oral.
21. El Juez Segundo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, admitió la demanda por acuerdo de tres de diciembre del mismo año y ordenó su registro con el número de expediente **********. Asimismo, requirió el informe justificado a las autoridades responsables, ordenó que se tramitara el incidente de suspensión que solicitó el quejoso e indicó la fecha para que tuviera verificativo la audiencia constitucional
.

22. Previos trámites de ley, el juzgado federal llevó a cabo la audiencia constitucional el cuatro de mayo de dos mil quince
 y dictó sentencia el dieciocho siguiente
, en la que resolvió sobreseer en el juicio de amparo, al considerar actualizada la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXIII
 en relación con la fracción V del artículo 107 interpretada a contrario sensu
, ambos de la Ley de Amparo vigente. Lo anterior, porque consideró que los actos reclamados no son de imposible reparación, toda vez que la admisión y desechamiento de pruebas en la audiencia de apertura a juicio oral, no afecta de modo directo los derechos fundamentales del quejoso y “constituye una afectación a derechos adjetivos o procesales de defensa, que debe impugnarse en amparo directo promovido contra la sentencia definitiva, si es que esa actuación trascendió al resultado del fallo, de conformidad con los artículos 107, 172 y 173, de la Ley de Amparo”
.

23. Recurso de revisión. El quejoso interpuso recurso de revisión, por conducto de su defensor particular, contra la sentencia antes precisada, mediante escrito presentado el tres de junio de dos mil quince, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con Residencia en Naucalpan de Juárez
.

24. Por razón de turno correspondió conocer del asunto al Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, con residencia en Toluca, Estado de México, cuyo Presidente ordenó su registro con el número ********** y, al advertir que la sentencia de amparo no se había notificado a los terceros interesados, ordenó efectuar tal diligencia y se reservó acordar lo conducente respecto de la admisión del recurso con posterioridad. Esto se realizó mediante acuerdo de veinticuatro de junio de dos mil quince
.

25. Recibidas las constancias correspondientes, el Presidente del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, acordó admitir el recurso de revisión el cuatro de agosto de dos mil quince
.

26. Facultad de atracción. **********, por conducto de su defensor, solicitó a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ejerciera su facultad de atracción para conocer del amparo en revisión **********, mediante escrito presentado el veinticuatro de agosto de dos mil quince, ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal.
27. El Secretario General de Acuerdos de este Alto Tribunal, mediante oficio **********, dirigido al Secretario de Acuerdos de esta Primera Sala, formó y registró el expediente bajo el número **********, y remitió el escrito de ********** a dicha Sala por tratarse de un asunto en materia penal.
28. El Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por auto de nueve de septiembre de dos mil quince, tuvo por recibida la solicitud formulada por la parte quejosa. Ante la falta de legitimación de los peticionarios, ordenó que se sometiera a consideración de la señora y señores Ministros integrantes de la Primera Sala de este Alto Tribunal. Igualmente solicitó al tribunal colegiado de circuito del conocimiento que informara el estado procesal del asunto en referencia, para que en caso de no haber sido resuelto, le remitiera copia del escrito de agravios y de la resolución impugnada.
29. El Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, con residencia en Toluca, Estado de México, mediante oficio **********, recibido el quince de septiembre de dos mil quince vía MINTERSCJN, hizo del conocimiento que el amparo en revisión ********** de su índice, había sido admitido a trámite, pero a la fecha no se había emitido la resolución correspondiente.
30. Asimismo, dicho órgano colegiado señaló que el defensor del quejoso le solicitó que instara a este Alto Tribunal para que ejerciera la facultad de atracción y conociera del recurso de revisión en cuestión, petición que se encontraba pendiente de análisis y resolución.
31. Mediante acuerdo de trece de octubre de dos mil quince, el Presidente de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, tuvo por recibida la documentación enviada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito antes citado. Adicionalmente, ordenó requerir a aquel órgano jurisdiccional para que manifestara expresamente, que no resolvería el asunto hasta en tanto se determinara lo conducente respecto a la solicitud del quejoso.
32. En sesión privada de esta Primera Sala de veintisiete de enero de dos mil dieciséis, ante la falta de legitimación del solicitante, el Ministro José Ramón Cossío Díaz hizo suyo el escrito de solicitud de la facultad de atracción respecto del amparo en revisión **********. En consecuencia, mediante acuerdo de dos de febrero del mismo año, el Presidente de la Primera Sala de este Alto Tribunal ordenó comunicar lo anterior al Presidente del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, para los efectos legales conducentes, así como la solicitud de la remisión de los autos del asunto.
33. Una vez cumplido el requerimiento por parte del órgano colegiado en referencia, mediante acuerdo de diecisiete de febrero de dos mil dieciséis, el Presidente de esta Primera Sala admitió a trámite la  solicitud de ejercicio de la facultad de atracción, y ordenó que se turnara el asunto a la Ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, a fin de que elaborara el proyecto de resolución respectivo.
34. Así, en determinación correspondiente a la sesión de quince de junio de dos mil dieciséis, se resolvió ejercer la facultad de atracción para conocer del amparo en revisión ********** del índice del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito y se ordenó remitir el expediente a la Presidencia de la Primera Sala de este Tribunal Supremo para dar el trámite respectivo.
II. TRÁMITE.
35. El Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, el seis de septiembre de dos mil dieciséis, ordenó su registro con el consecutivo 907/2016; asimismo, derivado de la resolución de quince de junio de la presente anualidad, anteriormente referida, este Máximo Tribunal se avocó al conocimiento del recurso de revisión y envió los autos al Ministro José Ramón Cossío Díaz para la elaboración del proyecto de resolución
.

36. La Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el trece de octubre de dos mil dieciséis, ordenó el avocamiento del recurso, así como el registro del expediente. Finalmente, ordenó que enviaran los autos al Ministro Cossío Díaz para que formulara el proyecto de resolución correspondiente.
III. COMPETENCIA.

37. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es competente para conocer y resolver el presente asunto, de conformidad con los artículos 107, fracción VIII, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo vigente; 21, fracción II, inciso b), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como el punto Tercero, en relación con el Segundo, del Acuerdo General 5/2013 del Pleno de este Alto Tribunal; en virtud de haberse interpuesto contra una sentencia dictada por un juez de distrito en audiencia constitucional en un asunto en materia penal y derivado de la facultad de atracción ejercida por este Máximo Tribunal, al considerar que se reunieron los requisitos formales así como los materiales de importancia para tales efectos. Se estima innecesaria la intervención del Tribunal Pleno, debido a que la materia sobre la que versa el amparo es especialidad que corresponde a esta Primera Sala.
IV. OPORTUNIDAD
38. La sentencia recurrida fue notificada por lista a la parte quejosa el martes diecinueve de mayo de dos mil quince
. Surtió efectos al día hábil siguiente, es decir el miércoles veinte del mismo mes y año; por tanto, el plazo para interponer el recurso, transcurrió del jueves veintiuno de mayo al tres de junio de la anualidad citada, descontando de dicho cómputo los días veintitrés, veinticuatro, treinta y treinta y uno del mismo mes y año, por ser sábados y domingos, inhábiles en términos del artículo 19 de la Ley de Amparo.
39. Por tanto, si el escrito de revisión fue presentado el miércoles tres de junio de dos mil quince, ante la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, su interposición debe considerarse oportuna
.


V. LEGITIMACIÓN.

40. El recurso de revisión fue interpuesto por ********** en su carácter de defensor del directo quejoso **********, por lo que cuentan con legitimación activa y procesal respectivamente, en términos de lo que disponen los artículos 5, fracción I y 6 de la Ley de Amparo.
VI. PROCEDENCIA.

41. El recurso de revisión es procedente, en términos de lo dispuesto por el artículo 81, fracción I, inciso e) de la Ley de Amparo, porque se interpuso contra una sentencia dictada por un juez de distrito en la audiencia constitucional de un juicio de amparo indirecto en materia penal y respecto del cual, como se destacó, se estimó procedente ejercer la facultad de atracción de esta Suprema Corte, dada la importancia y trascendencia de los tópicos legales que serán analizados.
VII. CONSIDERACIONES.
42. Fijación y existencia del acto reclamado. Del análisis integral de la demanda de amparo, se advierte que la parte quejosa señaló como actos reclamados los consistentes en: a) La admisión de pruebas ilícitas e impertinentes en la audiencia intermedia y, b) La resolución de apertura a juicio oral.
43. La existencia de los actos reclamados en forma adecuada se tuvo por acreditada en la resolución impugnada, dada la aceptación de su existencia por parte de la autoridad responsable y por así acreditarse con las constancias que remitió en justificación de su informe.
44. Ahora, es necesario destacar previo al estudio de los actos reclamados, que el quejoso por un lado reclama la resolución de admitir pruebas ilícitas e impertinentes y por otro, la emisión del auto de apertura a juicio oral, como si se tratara de actos autónomos o independientes; sin embargo, del contenido de su demanda se advierte que no formula concepto de violación tendente a reclamar vicios propios del auto de apertura a juicio, sino que su reclamo lo hace depender de lo acontecido en la audiencia intermedia, en torno al tema de admisión de medios de prueba.
45. En ese sentido, en criterio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la determinación del juez de control emitida durante el desahogo de la audiencia intermedia, donde decide admitir medios de prueba, necesariamente se ve materializada en el auto de apertura a juicio oral, determinación con la que concluye dicha audiencia, mismo que, entre otros requisitos, debe contener los medios de pruebas que fueron admitidos y que deberán desahogarse en la audiencia de juicio oral.
46. Así, la respuesta a la primera de la interrogantes planteadas que se hizo consistir en ¿La determinación de admitir pruebas en la audiencia intermedia dentro del procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral y el auto de apertura a juicio oral con que concluye dicha audiencia, constituyen actos autónomos?, debe contestarse en sentido negativo, porque lo sucedido en la audiencia intermedia finalmente se ve materializado en el auto de apertura a juicio oral, por lo que no deben considerarse como actos autónomos e independientes y el estudio del referido auto siempre conllevara al análisis de las determinaciones emitidas en la referida audiencia.
47. Ahora bien, para estar en condiciones de llevar a cabo el estudio de la resolución recurrida, es necesario realizar una reseña de aspectos que se estiman importantes para el sentido de esta ejecutoria.
48. Demanda de amparo indirecto. El defensor particular del directo quejoso desarrolló los siguientes argumentos:

48.1
En el apartado que trata sobre la procedencia, señaló que la admisión de pruebas ilícitas presentadas por el ministerio público para su desahogo en el juicio oral, constituye un acto de imposible reparación para los efectos del juicio de amparo, debido a que afecta los derechos al debido proceso y a la presunción de inocencia.
48.2
Afirma que por acto de imposible reparación debe entenderse, en principio, lo que no está establecido como una violación procesal reclamable en amparo directo y (i) afecte materialmente derechos tutelados en la Constitución o en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano es parte o (ii) sea una violación procesal relevante.
48.3
Para reforzar las manifestaciones anteriores, señala que la admisión y desahogo de pruebas ilícitas contamina al tribunal en su decisión, cuestión que no puede ser reparada en la sentencia definitiva ni en ulteriores reposiciones de procedimiento. Entonces, sostiene, el juicio de amparo resulta procedente contra dicho acto
.
48.4
En su primer concepto de violación, la parte inconforme señaló que el acto reclamado no respeta el contenido del apartado A del artículo 20 constitucional, el cual establece que cualquier prueba obtenida con violación de derechos fundamentales será nula. En específico, señala que en la audiencia intermedia se aceptaron diversos medios de prueba para ser desahogados en audiencia de juicio oral.
48.5
Respecto de las testimoniales de ********** y **********, ambos elementos de la Policía de Investigación de la Ciudad de México, indica, son medios de prueba violatorios de sus derechos humanos, en virtud de que cuando se entrevistó con ellos –el diecisiete de febrero de dos mil catorce– no estuvo acompañado de su abogado defensor. Esta situación, a su juicio, resulta contraria al derecho a la defensa, previsto en el artículo 20 constitucional, apartado B, fracción VIII, constitucional; en consecuencia, las narrativas en cuestión no deben desahogarse en el juicio oral por ser violatorias de sus derechos humanos.
48.6
En relación con las testimoniales de ********** y **********, indica que vulneran el derecho a la debida defensa establecido en el artículo 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución, en atención a que ********** tiene el carácter de probable responsable y no de testigo. Asimismo, el deposado de **********, no debe desahogarse debido a que la entrevista de la probable responsable se desarrolló en ausencia de su abogado defensor.
48.7
Respecto de los medios de prueba identificados como “imágenes de video grabación contenidas en una memoria USB”, “evidencia material consistente en cuchillo con mango de plástico color naranja” y “evidencia material consistente en bata blanca”, considera, no deben introducirse al juicio oral, ya que no se respetó la cadena de custodia, de manera que al resultar violatorios de sus derechos humanos debieron declararse nulos, en concordancia con lo establecido en el artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México.
48.8
En su segundo concepto de violación, el promovente retoma la narración de los hechos realizada en el auto de vinculación a proceso de cuatro de marzo de dos mil catorce. Al respecto, señala que, en la audiencia intermedia, el juez de control admitió dos testimoniales y una pericial en materia de genética, que no tienen relación con la mecánica del delito por lo que, no son idóneos para acreditarlos. Aunado a que las personas cuyas testimoniales se ofrecen no se encontraban en el momento del evento.
48.9
Por otra parte, respecto de la pericial en genética, no se encuentra relacionada con el feminicidio de ********** ya que, si bien acredita la presencia de semen en el cadáver, ello no prueba que la muestra pertenezca a alguna persona en específico, razón por la cual dicha pericial no debe desahogarse en el juicio oral.
49. Sentencia dictada en el juicio de amparo indirecto. El Juez Segundo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez determinó, en la sentencia firmada el dieciocho de mayo de dos mil quince, sobreseer en el juicio de amparo. Ello de conformidad con los siguientes argumentos:
49.1
Consideró actualizada la causa de improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXIII en relación con la fracción V, del artículo 107 de la Ley de Amparo, este último precepto interpretado a contrario sensu.
49.2
Estableció que los actos reclamados no se pueden considerar de imposible reparación, ya que no afectan materialmente los derechos sustantivos del quejoso tutelados en la Constitución
; precisó que las pretendidas violaciones acaecidas en la audiencia intermedia que el quejoso reclama, deben considerarse violaciones al procedimiento que, en caso de haber afectado la defensa del quejoso, se pueden hacer valer al impugnar la sentencia definitiva, siempre y cuando hayan trascendido al resultado del fallo.
49.3
Después de señalar en qué consiste cada una de las etapas del proceso penal acusatorio, el juez de distrito arribó a la conclusión de que, la determinación de qué medios probatorios van a ser incorporados en la audiencia de debate del juicio oral, no afecta de modo directo los derechos fundamentales del quejoso.

50. Recurso de revisión. El recurrente, en representación de **********, expresó diversos agravios, los que en síntesis hizo consistir en lo siguiente:
50.1
Considera imprecisa la determinación de la autoridad judicial puesto que, a su parecer, la admisión de pruebas ilícitas en la etapa intermedia y la resolución de apertura de juicio oral, son actos de imposible reparación, dado que vulneran derechos sustantivos del inconforme, entre ellos, el derecho al debido proceso con fundamento en el artículo 20, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Razón por la cual, agrega, cualquier medio de convicción que se allegue con violación a lo anterior, debe considerarse nula.
50.2
Expone que indebidamente la responsable consideró que esos actos son reparables en la sentencia definitiva; empero, la irreparabilidad se ubica en el desahogo de pruebas ilícitas –las que previamente se tuvieron que clasificar como nulas–; razón por la que no debe fundarse una sentencia en ellas. Contrario a ello, el juez de control constitucional estima que la irreparabilidad se vincula con la naturaleza condenatoria o absolutoria de la sentencia, en cuyo caso, se materializará la violación que de ser el caso, podría estimarse trascendió al resultado del fallo.
50.3
Agrega que si las pruebas ilícitas se desahogan, la información incriminatoria obtenida, además de vulnerar los derechos del quejoso, contaminaría el criterio del juez correspondiente.

50.4
La parte recurrente asevera que en el supuesto de que las pruebas admitidas o excluidas no fueran tildadas de ilegales, se trata de un acto de ejecución de imposible reparación.

50.5
De igual forma, precisa que la admisión de pruebas impertinentes, no es un acto de imposible reparación; empero, dado que esa determinación también conforma el acto controvertido, el recurrente ponderó impugnarlo con el objeto de no dividir la continencia de la causa; ello, en términos del principio de unidad.

50.6
Con ese basamento, concluye, se debe ordenar que se eliminen del auto de apertura a juicio oral, las siguientes pruebas que califica de ilícitas: las declaraciones de los policías de investigación de la Ciudad de México, que declararon al quejoso sin la presencia de su defensor; los testimonios de **********, ********** y **********; la “USB” que contiene imágenes de videograbación; la evidencia material consistente en un cuchillo con mango de plástico color naranja y la bata blanca, la cual se obtuvo sin respetar la cadena de custodia.

Acotaciones básicas del asunto.
51. Ahora bien, previo al estudio del asunto, los integrantes de este cuerpo colegiado, estiman necesario destacar lo siguiente:
51.1 En la audiencia intermedia según lo que dispone la legislación procesal aplicable, al proveer sobre los medios de pruebas ofrecidos por las partes, el juez de control puede emitir tres tipos de determinaciones, que son: admitirlas, no admitirlas o bien excluirlas; en ese contexto, cabe precisar que en esta ejecutoria solo se analizara la procedencia del amparo indirecto respecto del primero de los supuestos, esto es, de la admisión de medios de pruebas.
51.2 Asimismo, es importante señalar que el criterio sustentado en la presente determinación, se conforma, única y exclusivamente, con base en las particularidades del caso concreto; en atención a ello, se atenderá a las disposiciones normativas aplicables y vigentes en el momento en que se emitió el acto controvertido.

51.3 Así, para cumplir con lo antes descrito, se atenderá al contenido de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su texto vigente a partir de la reforma constitucional penal publicada en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de junio de dos mil ocho; de igual manera, a la Ley de Amparo vigente al momento de la presentación de la demanda y al Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, actualmente abrogado.
51.4 En relación con el último de los cuerpos normativos en comento, es de singular relevancia señalar que el Título Séptimo, Capítulo II, regula lo que esa legislación local prevé como la etapa intermedia o de preparación a juicio oral, artículos 309 a 328, destacando que dicha etapa tiene por objeto resolver incidencias, acuerdos probatorios, el ofrecimiento y admisión de medios de pruebas, así como la depuración de los hechos controvertidos que serán materia de juicio oral.
51.5 De igual forma, la codificación procesal estatal de referencia, regula medios ordinarios de impugnación, en el caso: revocación y apelación, en este último se examinará si en la resolución impugnada se aplicó inexactamente la ley, se violaron los principios reguladores de la valoración de la prueba o se alteraron los hechos; revisado lo anterior, el órgano jurisdiccional de segunda instancia podrá revocar, modificar o confirmar la resolución impugnada, con la particularidad de que el tribunal de alzada podrá reponer el procedimiento hasta la audiencia intermedia. El trámite y procedencia de cada uno de esos medios de defensa se regulan en los artículos comprendidos del 404 a 420.

51.6 Ahora bien, en el caso concreto, **********, se inconforma con la admisión de los medios de prueba consistentes en:

a) Las testimoniales a cargo de **********, **********, elementos de la Policía de Investigación de la Ciudad de México, porque los atestes son policías aprehensores y sin contar el quejoso con abogado, lo entrevistaron, por lo que considera que no deben entrar a juicio por violar lo dispuesto por el artículo 20, apartado A, fracción VIII de la Constitución por ende son nulas.

b) La testimonial a cargo de ********** y **********, porque la citada en primer término en su carácter de policía aprehensor entrevistó a la segunda quien tiene la calidad de probable responsable, esto sin que estuviera asistida por abogado defensor; aunado a que ********** no tiene la calidad de testigo sino de probable responsable.


c) Imágenes de video grabación contenidas en una memoria “USB”; evidencia material consistente en un cuchillo con mango de plástico color naranja, así como una bata blanca. En relación con estos medios de prueba, considera que son ilegales porque no se respetó la cadena de custodia.

d) Testimoniales a cargo de ********** y **********.

e) Pericial en materia de genética a cargo del perito **********, que se ofreció para el efecto de que a través del interrogatorio que realice el oferente, indicara cuál fue su intervención en el asunto, la metodología o técnica que utilizó para realizar su pericial y qué elementos de estudio tomó en consideración; si encontró en las muestras de hisopos de las cavidades vaginal, anal y oral, pertenecientes a la occisa **********, la presencia de semen y cómo lo determinó; asimismo, para que indicara si encontró en la tanga de color rosa que pertenecía a la víctima, presencia de semen y cómo lo determinó.
Los medios de prueba citados en los dos últimos incisos el recurrente los cuestiona por ser impertinentes, al no tener relación con los hechos delictuosos.

Estudio del asunto.
52. Analizado lo hasta ahora expuesto, es de concluirse que los agravios del recurrente son infundados, puesto que el amparo indirecto que promovió contra la determinación de once de noviembre de dos mil catorce, emitida en la audiencia intermedia por el Juez de control del Distrito Judicial de Tlalnepantla de Baz, Estado de México, en la carpeta administrativa **********, resulta improcedente, por no tratarse de un acto de imposible reparación.
53. En efecto, los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, establecen literalmente lo siguiente:
De la Constitución.

“Artículo. 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquéllas en materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes:

(…)

III. Cuando se reclamen actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el amparo sólo procederá en los casos siguientes:

(…)

b). Contra actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, fuera de juicio o después de concluido, una vez agotados los recursos que en su caso procedan, y

(…).”
De la Ley de Amparo.

“Artículo 107. El amparo indirecto procede:

(...)

V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;

(...).”
54. De los numerales antes transcritos, se obtiene que el juicio de amparo indirecto es procedente contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación.
55. Consecuentemente, para la procedencia del juicio de amparo indirecto, se debe delimitar si los actos controvertidos tienen o no la naturaleza de irreparables; status jurídico que alcanzaran cuando se demuestre que producen consecuencias de tal gravedad, que impidan en forma actual el ejercicio de un derecho, y no solamente que produzcan una lesión jurídica de naturaleza formal o adjetiva, que no necesariamente llegará a trascender al resultado del fallo. Aunado a ello, deben recaer sobre derechos, cuyo significado rebase lo puramente procesal, lesionando bienes jurídicos, cuya fuente no provenga exclusivamente de las leyes adjetivas.
56. Precisado lo anterior, conviene ahora destacar los objetivos de la instauración del paradigma penal que ahora nos rige y al efecto, es importante establecer que la iniciativa de reforma que dio origen al nuevo sistema de justicia penal, presentada el seis de marzo de dos mil siete, en la exposición de motivos se señaló, entre otras razones para la propuesta, que la sociedad mexicana percibía lentitud, inequidad, corrupción e impunidad en la mayoría de los procesos penales, por lo que era tiempo de abandonar las prácticas arcaicas enquistadas en la legislación y emigrar a un nuevo sistema que satisficiera a la demanda ciudadana.
57. Se dijo, que la modernización de un sistema penal que salvaguardara los derechos reconocidos en la Constitución a las víctimas del delito y a los acusados, así como a los ciudadanos en general, era posible a través de un procedimiento acusatorio, adversarial y oral, que sin falsos garantismos cumpliera los principios del debido proceso, como el de inmediación, concentración, contradicción, publicidad y continuidad, utilizando como herramienta la oralidad, que ofrecía una expectativa de un sistema de justicia más eficaz en la resolución de los conflictos derivados del delito y que dichas soluciones se tomarían siempre con la convicción de que se habían respetado los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales.
58. En ese mismo sentido, la iniciativa presentada el veinticinco de abril de dos mil siete, por diputados de los grupos parlamentarios de los partidos de la Revolución Democrática, del Trabajo y Convergencia se destacó que el contenido principal del debido proceso, consistía en colocar a la audiencia oral como el espacio idóneo para que los jueces recibieran información y tomaran decisiones; el juicio oral empleaba el método de las audiencias para decidir sobre la culpabilidad o inocencia del acusado; lo que implicaba introducir elementos de transparencia y validez en la toma de decisiones desde muy temprano en los procesos. En un sistema de audiencias, la información que proporciona una de las partes, puede ser debatida por la otra para hacerle ver al juez su inconsistencia; incluso la participación del público impediría que el juzgador resolviera de forma contraria a lo que se vio y entendió.
59. De lo anterior podemos concluir, que uno de las razones que llevaron a crear un nuevo paradigma en materia penal, fue la ya poca eficacia que la ciudadanía advertía en el sistema penal anterior, marcado según la exposición de motivos, entre otras cosas negativas, por su lentitud y corrupción; de manera que si uno de los objetivos del legislador es que el nuevo procedimiento penal se convierta en una eficaz herramienta para la impartición de justicia, entonces se deben evitar actuaciones judiciales tendentes a obstaculizar el avance procesal de procedimiento.
60. En ese contexto, resulta relevante dejar precisado que el procedimiento penal acusatorio y oral se divide, según lo dispone el código procesal del Estado de México abrogado, en tres etapas a saber: la de investigación preliminar y complementaria, etapa intermedia y etapa de juicio oral; siendo que en el caso es la segunda de las citadas las que interesa en esta ejecutoria.
61. En ese sentido, la etapa intermedia o de preparación a juicio oral, se verifica ante el juez de control y tiene por objeto conocer la acusación, ofrecer y admitir o rechazar los medios de prueba, así como la depuración de los hechos controvertidos y la determinación del daño causado por el delito que será materia del juicio oral. El desarrollo de esta etapa también se divide en dos partes, una escrita, que iniciará con la presentación de la acusación y comprenderá los actos previos a la celebración de la audiencia intermedia. La segunda es oral, que inicia con la celebración de esa audiencia y culmina con el dictado del auto de apertura a juicio oral.

62. Así, el Código de Procedimientos Penales para el Estado de México, actualmente abrogado pero aplicable al momento de los hechos de los que deriva la acción constitucional, en su artículo 327, faculta al juez de control para que, en lo concerniente al tema de medios de prueba, luego de examinar aquéllos ofrecidos por las partes y de escuchar los argumentos en que se sustenta su ofrecimiento, esto es, por qué se ofrece y para qué, así como la contra argumentación de la parte contraria, en pleno ejercicio del principio de contradicción que impera en este procedimiento, inadmitirá las que sean impertinentes y las que tengan por objeto acreditar hechos públicos y notorios.
63. Asimismo, si el juez estima que la admisión, en los términos en que los medios de prueba testimonial, documental y pericial, hayan sido propuestas produciría efectos dilatorios en la audiencia de juicio oral, dispondrá que la parte que las ofrece, reduzca el número de testigos, documentos o peritos, cuando mediante ellos desee acreditar los mismos hechos o circunstancias que no guarden pertinencia sustancial con la materia de juicio (sobreabundantes o impertinentes).
64. Además, esa porción normativa establece la prohibición para que la potestad judicial admita medios de prueba obtenidos por medios ilícitos.
65. Este ejercicio de exclusión de medios de convicción ilícitos, constituye una depuración, que de alguna forma tendrá reflejo en el auto de apertura a juicio oral, donde solamente se deben precisar las que deberán desahogarse en la audiencia de juicio; determinación que no es recurrible.
66. Ahora bien, una vez que el juez de control envíe el auto de apertura a juicio al juez o tribunal de juicio oral, cuya identidad siempre deberá ser diversa al primero de los nombrados, iniciará la etapa de decisión de las cuestiones esenciales del proceso penal. Se fijará día y la hora para la audiencia de debate donde el juez verificará la presencia del acusado y su abogado defensor, el tercero civilmente responsable, si lo hubiere, de los testigos, peritos o intérpretes que deban tomar parte en el debate y de la existencia de las cosas que deban exhibirse en él, y declarará abierto el debate.
67. Terminado el desahogo de los medios de prueba admitidos, se emitirán los alegatos de conclusión, inmediatamente después de terminado el debate, el juez deliberará en privado y apreciará, únicamente las pruebas que fueron incorporadas y desahogadas de forma integral en el debate, según su libre convicción, conforme las reglas de la lógica, los conocimientos científicos, la sana crítica y las máximas de la experiencia. La decisión posterior versará sobre la absolución o la condena. Acto posterior, pronunciará sentencia, sin resolver la cuestión de la pena, y fijará audiencia para el debate sobre la determinación de la pena o la medida de seguridad, así como las consecuencias civiles, en caso de que sea necesario.
68. Así, por la naturaleza misma del nuevo sistema de justicia penal, advertimos que para llegar al dictado de la resolución que resuelve la primera instancia, se debe transitar por tres etapas, la de investigación, la intermedia y la de juicio; como ya se ha analizado, cada una tiene una finalidad específica en el procedimiento, la primera, la de realizar una investigación tendente a esclarecer el hecho delictuoso con conocimiento e intervención de imputado y bajo la revisión judicial de un juez de control; la segunda, depurar los hechos, resolviendo excepciones o incidencias, revisar acuerdos probatorios, proveer sobre los medios de pruebas ofrecidos por las partes, y emitir el auto de apertura a juicio oral; mientras que la tercera implica el desahogo de los medios de prueba y el dictado de la sentencia.
69. En ese sentido, cada una de las etapas del procedimiento tiene un especial objetivo el cual una vez cumplido y agotados los recursos ordinarios y extraordinarios que procedan, debe considerarse concluida, de manera que los temas que en cada una se analizan, ya no podrán ser nuevamente estudiados o ser materia de debate en la etapa procesal siguiente.
70. En ese orden de ideas, la doctrina de actos de imposible reparación para los efectos de procedencia del juicio de amparo indirecto tratándose de un acuerdo de admisión de pruebas en el nuevo sistema de justicia penal, implica realizar un análisis que permita decidir sobre si determinado acto judicial tiene la naturaleza de irreparable, el cual deberá efectuarse partiendo de la premisa de que son actos intraprocesales y que la procedencia del amparo indirecto está supeditado a que dicho acto genere una afectación actual a un derecho fundamental que no podrá ser reparada.
71. Es decir, además de su naturaleza, debe atenderse si en efecto implica una violación a un derecho fundamental que de forma inmediata debe ser revisada y no supeditarlo a que el mismo pueda o no ser reparado en la sentencia que se dicte en la audiencia de juicio oral, porque dicha resolución se ocupará de la valoración de las pruebas desahogadas en el juicio oral y de resolver si las mismas resultan suficientes para tener por acreditada la existencia del hecho señalado por la ley como delito y si el acusado intervino en su comisión; por tanto, no se ocupará de cuestiones que deben ser analizadas, cuestionadas o debatidas en etapas previas como lo es la admisión de medios de prueba.
72. Cabe destacar que si bien el juez o tribunal oral conservaran en todo momento la facultad de analizar si alguna de las pruebas desahogadas ante su presencia, en cumplimiento al principio de inmediación, constituye prueba ilícita, tal determinación se sustentará no en un nuevo análisis sobre lo correcto o no de su admisión, sino en lo que el desahogo de la prueba misma  genere, es decir, atendiendo a la información que el órgano de prueba aporte al ser interrogado y contrainterrogado por las partes, manifestaciones que permitirán advertir, en su caso, si lo que se puso en conocimiento del juzgador tuvo un origen ilícito, porque el testigo o perito, lo obtuvo a través de la violación de derechos fundamentales del acusado o de la víctima misma, en cuyo caso, el tribunal o juez de enjuiciamiento, estará en aptitud de no otorgarle valor probatorio al momento de emitir su sentencia.
73. En ese sentido, la interrogante sobre si procede el juicio de amparo indirecto contra la determinación dictada dentro de la audiencia intermedia de un procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral que admite medios de prueba, encuentra la siguiente respuesta: el juicio de amparo indirecto, por regla general, es improcedente contra la determinación que admite un medio de prueba, por tratarse de un acto de naturaleza intraprocesal y excepcionalmente procederá esta instancia constitucional, cuando dicha resolución de admisión de algún medio de prueba, por sí misma implique un acto de imposible reparación.
74. Bajo ese parámetro, es que se comparte el sentido de la resolución recurrida, en cuanto se determina que respecto de los actos reclamados se actualiza la causa de improcedencia prevista por el artículo 61, fracción XXII en relación con el numeral 107, fracción V (interpretado a contrario sensu) ambos de la Ley de Amparo, en razón de que la admisión de los medios de prueba que considera impertinentes y que han quedado precisadas en esta ejecutoria, no generan una afectación irreparable, sino que se constriñe a una determinación de índole adjetiva o procesal.
75. Lo mismo acontece respecto de la admisión de los medios de prueba que considera ilegales, puesto que no se advierte que por la admisión se genere una afectación irreparable que amerite análisis constitucional inmediato.
76. En efecto, respecto de la testimonial a cargo de los policías aprehensores **********, ********** y **********, elementos de la Policía de Investigación de la Ciudad de México, su admisión no irroga un daño irreparable actual al quejoso, sino que la afectación a su esfera jurídica está sujeta a factores cuya verificación se desconoce, tales como que efectivamente el medio de prueba se desahogue, la forma en que dicho desahogo se verifique, el contenido del deposado al tenor del interrogatorio y contrainterrogatorio respectivo que en ejercicio del principio de contradicción generen las partes, y desde luego, que el tribunal de enjuiciamiento lo considere como prueba de cargo en contra del procesado al emitir la sentencia en la audiencia de juicio oral.
77. De lo anterior se colige que no es factible hablar de una afectación inmediata y actual que conlleve a considerar que la admisión de dichos medios de prueba constituyan un acto de imposible reparación en contra del quejoso.
78. Lo mismo acontece respecto de las testimoniales a cargo de **********, ********** y **********, las imágenes de video grabación contenidas en una memoria “USB”; la evidencia material consistente en un cuchillo con mango de plástico color naranja, así como una bata blanca, puesto que su admisión no implica por sí misma un acto de imposible reparación, por las razones antes expuestas.
79. Del mismo modo, la pericial en materia de genética a cargo del perito **********, en los términos en que se ofreció y fue admitida, tampoco genera afectación irreparable al quejoso, puesto que no habrá de desahogarse respecto de su información genética, pues como el propio impetrante lo refiere, la pericial no tiene el objeto de determinar si las muestras de semen recabadas en la cavidad vaginal de la pasivo derivan de él.

80. En ese sentido, es que se concluye que la admisión de los medios de prueba que reclama el quejoso, por sí mismos no constituyen un acto de imposible reparación que pueda ser analizable en el amparo indirecto.
81. Consecuentemente, si en el caso concreto la parte quejosa se inconforma con la admisión de medios de pruebas, pero no se advierte que los actos reclamados constituyan de manera actual una afectación de características irreparables, se actualiza la causa de improcedencia que el juez de distrito consideró aplicable al caso concreto, al constituir determinaciones procesales de la etapa intermedia, que no generan en sí mismas la afectación material irreparable de un derecho fundamental.
82. Con ello, válidamente es de concluir que los medios de prueba admitidos y que el promovente estima ilegales e impertinentes, aún no repercuten negativamente en su esfera jurídica, pues su valoración, una vez desahogadas, se encuentra supeditada a la apreciación que sobre la mismas realice el juez oral en audiencia de juicio, quien evidentemente en uso de su arbitrio judicial puede determinar su eficacia probatoria, una vez que las partes hayan formulado los interrogatorios y contra interrogatorios respectivos, tendentes a demostrar su teoría del caso.
83. Así, contrario a lo apreciado por el promovente en sus argumentos de agravio, en modo alguno podría estimarse que se “contaminaría” el criterio del juez oral, con el desahogo de medios de prueba que el inconforme desde ahora califica como ilícitas, en principio porque lo que la legislación local del Estado de México prohíbe, por constituir contaminación del criterio del juez o tribunal oral, es que el juzgador hubiere conocido de una de las etapas previas a la de juicio, circunstancia que de manera evidente afectaría su imparcialidad, por ello exige que quien habrá de conocer de la etapa de juicio oral debe ser alguien que no haya conocido y resuelto alguna de las etapas previas del caso, a fin de que su decisión se apoye solamente en lo que sea aportado a la audiencia de juicio oral por los órganos de prueba ofrecidos por las partes en apoyo a su teoría del caso.
84. Lo anterior también encuentra sustento en que, de conformidad con el ordinal 173, fracción III, de la Ley de Amparo (anterior a la reforma publicada el dieciséis de junio del dos mil dieciséis), se considera una violación a las leyes del procedimiento con trascendencia a las defensas del quejoso, cuando intervenga en el juicio un juez que haya conocido previamente del asunto.
85. En efecto, no se debe confundir el término contaminación del criterio del juez o tribunal oral, con su legal facultad de selección de la información que reciba durante la celebración de la audiencia de juicio y su ejercicio de valoración de las pruebas desahogadas ante él, pues esta última siempre estará presente al momento de resolver con imparcialidad y conforme a lo ocurrido en la audiencia, facultad que indudablemente le permitirá conocer si alguna de las pruebas desahogadas en esa etapa tienen un origen ilícito, puesto que así se lo harán ver las partes durante el debate respectivo y a través de la demostración de su correspondiente teoría del caso.
86. Por otra parte, la admisión de los medios de prueba que el quejoso considera ilícitos, no implica la violación en su perjuicio del derecho a no ser juzgado con pruebas ilícitas, puesto que no es en la etapa intermedia donde se lleva a cabo la labor de enjuiciamiento, sino que esa actividad es propia de la etapa de juicio oral, en la que como ya se puntualizó y conforme a lo que dispone el artículo 21 del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México abrogado
, el juez que la presida tendrá siempre intocada su facultad de no otorgar valor probatorio a pruebas que, derivado de lo acontecido durante su desahogo, advierta que tienen un origen ilícito por haberse obtenido a través de la violación de derechos fundamentales de las partes.
87. Es oportuno señalar que no se soslaya que la defensa del impetrante también se inconforma con la determinación de ordenar la apertura del juicio oral; empero, de su análisis no se advierte violación a derecho fundamental alguno, aunado a que su inconformidad contra dicha determinación, la hace consistir en una consecuencia legal y natural del desarrollo del proceso que se le instruye y como efecto de la admisión de pruebas ilícitas, lo que como ya se ha dicho no constituye un acto irreparable.
88. Es por todo lo expuesto que, en el caso concreto, la admisión de medios de prueba por parte del juez de control en etapa intermedia y reflejado en el contenido del auto de apertura a juicio oral, emitidos bajo las reglas del Código de Procedimientos Penales para el Estado de México abrogado, debe estimarse un acto intraprocesal, que no causa una afectación irreparable al quejoso, por lo que resulta improcedente el amparo indirecto.
89. Incluso, es oportuno señalar que considerar lo contrario, esto es de declarar procedente el amparo indirecto contra actos que no causan una afectación irreparable, conlleva una afectación a los principios rectores del juicio oral.
90. En efecto, de la exposición de motivos que dio génesis a la reforma constitucional penal publicada en el Diario Oficial de la Federación, el ocho de junio de dos mil ocho, se desprende que la pretensión del creador de la norma fue, entre otras, que con la implementación de los llamados “juicios orales”, se tendrían las siguientes bondades: se trata de un sistema en el que se vela por la salvaguarda de las garantías y derechos de las víctimas, del ofendido y del imputado; la nota distintiva se halla en la tutela máxima del principio de presunción de inocencia; aunado a ello, el nuevo sistema penal se rige por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación; todo ello, bajo la oralidad y acusatoriedad.
91. Esta última debe comprenderse como la trilogía procesal en la que el representante social formula la acusación; el imputado se encuentra en posibilidades de defenderse y el juzgador determinará la solución al conflicto sometido a su potestad.
92. Por su parte, la oralidad abonará a fomentar la transparencia en los procesos de naturaleza penal; a más, garantizará una relación directa entre el Juez y las partes procesales, lo que evidentemente, se obtiene de la exposición de motivos en comento, propiciará procedimientos penales más ágiles y sencillos. Con lo cual, se buscaría resolver las controversias en un menor lapso evitando con ello, procedimientos penales que dilataban años en etapa de instrucción o bien, en los que no se dictaba una sentencia definitiva, muchas veces por la interposición de medios ordinarios y extraordinarios que suspendían su trámite.
93. Se pretendió agilizar el funcionamiento de los órganos jurisdiccionales, razón por la cual, incluso, se establecieron medidas alternas de solución de conflictos; inclusive, en el particular, se desprende que se verificaron acuerdos probatorios, tópicos que, como lo indica el Código de Procedimientos Penales para el Estado de México abrogado, ya no podrán ser materia de discusión en el juicio, puesto que la nota distintiva de éstos es que se tengan por aceptados ciertos hechos.

94. En ese contexto, si las partes no pudieron llegar a ese tipo de acuerdos en relación con los restantes medios de prueba, entre las que se encuentran las que la defensa y el aquí quejoso catalogó de ilegales, se sigue que es precisamente en la etapa de juicio y ante la potestad jurisdiccional respectiva, el momento en donde se podrán dilucidar las posiciones contrarias que en su caso existan, lo que se hará por medio del interrogatorio y contrainterrogatorios.
VIII. DECISIÓN.

95. En este orden de ideas, al haberse desestimado los argumentos hechos valer por el quejoso, a través de su defensor, procede confirmar la sentencia recurrida, con las precisiones y en los términos indicados en esta ejecutoria. En consecuencia, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
RESUELVE:

PRIMERO: En la materia de la revisión, se confirma la sentencia recurrida.
SEGUNDO: Se sobresee en el juicio de amparo indirecto ********** del índice del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, promovido por el defensor particular de **********, por las razones establecidas en esta ejecutoria.
Notifíquese; con testimonio de esta resolución, vuelvan los autos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto concluido.

Así, lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de tres votos de los señores Ministros: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien se reserva su derecho a formular voto concurrente, José Ramón Cossío Díaz (Ponente) y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien también se reserva su derecho a formular voto concurrente; en contra de los emitidos por los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Presidenta Norma Lucía Piña Hernández, quienes se reservan su derecho a formular voto de minoría.
Firman la Presidenta de la Sala y el Ministro Ponente, con la Secretaria de Acuerdos, quien autoriza y da fe.
PRESIDENTA
MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ

PONENTE
MINISTRO JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ
LA SECRETARIA DE ACUERDOS

DE LA PRIMERA SALA

LIC. MARÍA DE LOS ÁNGELES GUTIÉRREZ GATICA
En términos de lo previsto en los artículos 3°, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Los antecedentes se obtienen del análisis efectuado a las constancias del expediente relativo al amparo indirecto ********** del índice del Juez Segundo de Distrito en el Estado de México.


� Foja 165 del tomo II del juicio de amparo **********.


� Fojas 10 a 26 del tomo II del juicio de amparo **********.


� Fojas 438 a 471 del tomo II del juicio de amparo **********.


� Fojas 2 y 3 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 483 y 484 del tomo II del juicio de amparo **********.


� Fojas 42 a 53 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Foja 37 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Foja 85 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 86 a 102 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Foja 221 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 229 a 231, 233 y 241 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Foja 248 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Foja 250 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 252 a 262 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 266 a 268 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Fojas 309 a 313 y 323 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Tal y como se advierte del sello fechador visible en la foja 1 del cuaderno de amparo indirecto **********.


� Ibíd., fojas 14 a 19.


� Ibíd., foja 132.


� Ibíd., fojas 133 a 145.


� “Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:


[…]


XXIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, o de esta Ley…”.


� “Artículo 107. El amparo indirecto procede:


[…]


V. Contra actos en juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por ellos los que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte;…”.


� Foja 142 del tomo III del juicio de amparo **********.


� Tal y como se advierte del sello fechador visible en la foja 3 del expediente de amparo en revisión **********.


� Ibíd., fojas 14 y 15.


� Ibíd., fojas 27 y 28.


� Fojas 33 a 35 del amparo en revisión.


� Reverso de la foja 146 del juicio de amparo indirecto.


� Foja 3 del cuaderno relativo al recurso de revisión.


� Para dar sustento a sus argumentos, el autor de la demanda, invoca la tesis XVII.1o.P.A.74 P, sustentada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito, publicada en la página 1035 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Mayo de 2011, Materia Común, de rubro: “AUDIENCIA INTERMEDIA. LAS PRUEBAS Y LOS ACONTECIMIENTOS MATERIA DE DICHA DILIGENCIA SON IMPUGNABLES EN AMPARO INDIRECTO, SIEMPRE Y CUANDO TENGAN UNA EJECUCIÓN IRREPARABLE (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA PENAL EN EL ESTADO DE CHIHUAHUA)”. Así como la diversa, dada a conocer por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, registrada con el número P./J. 6/94, localizable en la página 13 de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Número 76, Abril de 1994, Materia Común, Octava Época, titulada: “PRUEBAS. LA FORMA EN QUE PRETENDAN RECIBIRSE O DESAHOGARSE CONSTITUYE UNA VIOLACION RECLAMABLE COMO REGLA GENERAL, POR EL OFERENTE DE LAS MISMAS, EN AMPARO DIRECTO”. Finalmente, la Jurisprudencia 1a./J. 139/2011 (9a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que aparece en la página 2057 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Libro III, Diciembre de 2011, Tomo 3, Materia Constitucional, Décima Época, de rubro: “PRUEBA ILÍCITA. EL DERECHO A UN DEBIDO PROCESO COMPRENDE EL DERECHO A NO SER JUZGADO A PARTIR DE PRUEBAS OBTENIDAS AL MARGEN DE LAS EXIGENCIAS CONSTITUCIONALES Y LEGALES.”


� Para dar sustento a su determinación, el Juez de Distrito cita la tesis de rubro: “PERSONALIDAD. EN CONTRA DE LA RESOLUCIÓN QUE DESECHA LA EXCEPCIÓN DE FALTA DE PERSONALIDAD SIN ULTERIOR RECURSO, ES IMPROCEDENTE EL AMPARO INDIRECTO, RESULTANDO INAPLICABLE LA JURISPRUDENCIA P./J. 4/2001 (LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013).” Época: Décima Época, Registro: 2006589, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 37/2014 (10a.), página: 39.


� “Artículo 21. Los elementos de prueba sólo tendrán valor si han sido obtenidos y producidos por medios lícitos e incorporados al proceso del modo que autoriza este código.


No tendrá valor la prueba obtenida mediante torturas, amenazas, o violación de los derechos fundamentales de las personas, ni la obtenida a partir de información originada en un procedimiento o medio ilícito.”
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